INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y DESARROLLO URBANO SOBRE EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 19.583, QUE REGULARIZA LA CONSTRUCCIÓN DE BIENES RAÍCES URBANOS SIN RECEPCIÓN DEFINITIVA.


______________________________________________________________


BOLETÍN Nº 2424-14.


Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano pasa a informaros acerca del proyecto de ley singularizado en el epígrafe, en primer trámite constitucional.  El proyecto ingresó a tramitación legislativa con fecha 12 de noviembre de 1999.


	Durante la discusión del proyecto, la Comisión contó con la asistencia del Jefe del Departamento de Desarrollo Urbano, señor Esteban Siqués Estela.


I. ANTECEDENTES DEL PROYECTO.


Con antelación a la dictación de la ley N° 19.583, hubo otra iniciativa destinada a favorecer a los propietarios de viviendas que de una u otra forma han realizado ampliaciones y nuevas construcciones, con o sin permiso de edificación.


Así es como, mediante el artículo 1° de la ley N° 18.591, de 3 de enero de 1987, se posibilitó que los propietarios de los bienes raíces no agrícolas pudieren regularizar las ampliaciones o nuevas construcciones que hubieren realizado, con o sin permiso de edificación, o por medio del cambio del uso del suelo, a la fecha de publicación de la ley antedicha, de conformidad a las normas que el mismo cuerpo legal establece.


Posteriormente, la ley N°19.583, de 14 de septiembre de 1998, benefició a los propietarios de bienes raíces urbanos en los cuales se hallan emplazadas viviendas respecto de las cuales han realizado ampliaciones y nuevas construcciones con o sin permiso municipal de edificación, de modo de regularizar la situación ante los organismos técnicos competentes.


Del mismo modo, posibilitó la regularización de ampliaciones y nuevas construcciones en edificaciones que albergan tanto organizaciones comunitarias sin fines de lucro y lugares de culto, como actividades de carácter microempresarial inofensivo, principalmente aquellas circunscritas al nivel de "subsistencia" personal o familiar, y que, por lo general, se desarrollan en un contexto de ilegalidad.


Asimismo, favoreció a quienes han modificado el destino de las edificaciones, sin haber tomado en cuenta los usos de suelos permitidos por los planes reguladores.


En todos los casos precedentes, la ley antedicha autoriza, en forma excepcional y mediante un procedimiento administrativo exento de desembolsos considerables y de trámites engorrosos, la regularización definitiva de ampliaciones o edificaciones irregulares, fijando un plazo de dieciocho meses contados desde su publicación, esto es, hasta el 13 de marzo del año 2000.


El mencionado procedimiento - que lleva aparejado el incentivo de rebajas en el pago de derechos municipales - culmina con la entrega simultánea del permiso de edificación y la recepción final o definitiva de la construcción.





II. IDEAS MATRICES.


	El proyecto pretende ampliar el ámbito de aplicación de la ley N° 19.583, no solo desde el punto de vista de la prórroga de la aplicación de los beneficios en el tiempo, sino también con relación al tipo de construcciones que pueden ser objeto de aquéllos y de los profesionales habilitados para participar en el proceso se regularización, entre otras materias.


Para materializar la idea matriz, el proyecto consigna:


- la ampliación de los límites de superficie de los inmuebles favorecidos para los efectos del pago del porcentaje de los derechos municipales correspondientes.


- la especificación de los profesionales capacitados para efectuar los estudios y para elaborar los instrumentos técnicos exigidos.


- la admisibilidad de convenios de pago como requisito previo para conceder el certificado de regularización.


- una norma interpretativa del artículo transitorio de la ley.


- la ampliación del plazo establecido para acogerse a los beneficios de la ley.





El proyecto consta de tres artículos permanentes.  El artículo 1°, que contiene seis números, propone diversas modificaciones a la ley N° 19.583, que se indican en la discusión en particular.  Los artículos 2° y 3° introducen una norma interpretativa y prorrogan la vigencia de la ley precitada, respectivamente.





III. DISCUSIÓN EN GENERAL.


El representante del Ejecutivo expresó que el mensaje en estudio plantea la incorporación de una serie de modificaciones en la ley N° 19.583, con objeto de facilitar su aplicación. Ello, habida consideración de la experiencia que se ha recogido durante su vigencia y de los problemas que se han presentado a su respecto, como por ejemplo, la falta del cabal conocimiento de sus disposiciones por parte de la ciudadanía.


Explicó, en primer lugar, que se propone ampliar la superficie total edificada de las viviendas que pueden acogerse a la regularización aplicándose el beneficio de pagar sólo un porcentaje de los derechos municipales correspondientes, según sea el caso, de setenta a cien metros cuadrados.  Agregó que el promedio de superficie edificada de las viviendas es del orden de esta última cifra, incluso en el caso de aquellas construidas bajo la modalidad Serviu, la mayoría de las cuales registran ampliaciones hasta en los patios.


Agregó que, en lo que respecta a actividades productivas, esto es, a las construcciones que albergan microempresas inofensivas, el proyecto considera aumentar la superficie, de doscientos a trescientos metros cuadrados, para los mismos efectos indicados precedentemente.


En segundo término, sostuvo que la iniciativa simplifica y amplía el ámbito de los profesionales habilitados para intervenir en el proceso de regularización, al reemplazarse, por un lado, la exigencia de planos de arquitectura por planos generales de levantamiento y, por otro lado, al señalarse - congruentemente con la modificación anterior - que la elaboración de los referidos planos pueden estar a cargo de un arquitecto, ingeniero civil, ingeniero constructor o constructor civil.


En tercer lugar, expresó que se facilita el proceso de regularización desde el punto de vista de que incluye la modalidad de acceder a convenios para el pago de los derechos municipales que correspondan, pudiendo pactarse en cuotas hasta por un plazo de dieciocho meses.


En cuarto término, acotó que el proyecto introduce una norma aclaratoria en lo que respecta a la aplicación del beneficio de la regularización para las viviendas económicas reguladas por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959. 


En el debate habido en el seno de la Comisión, se valoró la iniciativa presentada por el Ejecutivo, debido a que constituye una respuesta a una serie de dificultades que se suscitaron con ocasión de la aplicación de la ley N° 19.583, en el sentido de que las propias direcciones de obras municipales no tenían claro, desde un principio, el procedimiento que debía utilizarse para acceder a la regularización y a que, por otra parte, muchos potenciales beneficiarios carecían de recursos para acceder a los beneficios de la ley, todo lo cual impidió que su aplicación se hiciera efectiva de forma expedita, lo que se trasuntó en que el plazo de dieciocho meses que ella fija se hiciera exiguo.


Se tuvo presente que ha sido la propia Comisión la que solicitó del Ejecutivo, por intermedio del señor Ministro de Hacienda, que prorrogara la vigencia de la ley precitada.  Además, se tuvo en consideración que los Diputados Letelier, don Juan Pablo, y Montes, don Carlos, presentaron una moción, con fecha 8 de septiembre del año en curso, con objeto de prorrogar la vigencia del mencionado cuerpo legal y ampliar la franquicia del 25% de los derechos municipales a las viviendas con una superficie edificada no superior a cien metros cuadrados.


	Se hizo constar en el debate la existencia de una imprecisión en los fundamentos del mensaje, toda vez que señala que "resulta imprescindible extender los beneficios actualmente contemplados para viviendas de setenta metros cuadrados, a las viviendas  de menos de cien metros cuadrados", en circunstancias que la razón de ser del límite de superficie que contempla la ley es para los efectos de la exigibilidad, en uno u otro caso, del tipo de plano requerido y del monto que se aplicará respecto de la rebaja de los derechos municipales.


	Hubo unanimidad respecto de la necesidad de incluir a los propietarios de predios rústicos como susceptibles del beneficio legal, limitado solamente a aquellos casos de viviendas que se enmarquen dentro del concepto de vivienda social.  Asimismo, se esgrimieron opiniones en el sentido de que en estos casos debería imponerse el límite de una determinada medida de metros cuadrados construidos como condición previa para que sea posible acogerse al beneficio de rebaja de derechos municipales.


	- Puesto en votación el proyecto en general, fue aprobado por unanimidad.





IV. DISCUSIÓN EN PARTICULAR.


	Para una mejor comprensión del proyecto, se debe complementar con el texto comparado elaborado por la Secretaría de la Comisión.


Artículo 1°.


Introduce las siguientes modificaciones en la ley N° 19.583, del modo que se indica a continuación. 





Número nuevo, que pasa a ser N° 1.


Las Diputadas señoras Caraball, doña Eliana, y Venegas, don Samuel, con la adhesión de la señora González, doña Rosa, y de los Diputados señores Hales, don Patricio, y Jiménez, don Jaime, presentaron una indicación que agrega, en el artículo 1°, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Podrán, asimismo, acogerse a la franquicia precedentemente indicada, los propietarios de predios rústicos ubicados en poblados existentes que tengan origen o se enmarquen dentro del concepto de vivienda social, siempre que las viviendas respectivas no excedan de cien metros cuadrados construidos.  Dicha regularización no implicará en ningún caso cambio de uso del suelo y no podrá beneficiar a los propietarios de predios rústicos que hubieren sido subdivididos de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 3516, de 1980.”





Esta indicación tuvo por finalidad incluir a los propietarios de predios rústicos como susceptibles de acogerlos a los beneficios consagrados en la ley N° 19.583, siempre que la franquicia estuviera limitada solamente a aquellas viviendas que se enmarquen dentro del concepto de vivienda social y que tuvieren una superficie construida no superior a cien metros cuadrados.


Sobre el particular debe tenerse presente que, de acuerdo con lo prevenido en el artículo 3° del decreto ley N° 2552, de 1979, se entiende por vivienda social, para todos los efectos legales, la vivienda económica de carácter definitivo, destinada a resolver los problemas de la marginalidad habitacional, financiada con recursos públicos o privados, cualesquiera que sean sus modalidades de construcción o adquisición, y cuyo valor de tasación no sea superior a cuatrocientas unidades de fomento.


- Puesta en votación esta indicación, que pasa a ser número 1, fue aprobada por unanimidad.





Número, nuevo, que pasa a ser N°2.


Las Diputadas señoras Caraball, doña Eliana, y González, doña Rosa, y los Diputados señores Jiménez, don Jaime; Letelier, don Juan Pablo; Montes, don Carlos, y Pérez Varela, don Víctor, presentaron una indicación para sustituir en el encabezamiento del artículo 2° de la ley precitada, la expresión ”su regularización"  por la frase "publicación de esta ley".


No pareció adecuado a los integrantes de la Comisión que uno de los requisitos para acogerse al beneficio diga relación con la existencia de reclamaciones por incumplimiento de normas urbanísticas, que se encuentren pendientes a la fecha de la regularización.  Por el contrario, estuvieron de acuerdo en limitar la condición de pendencia de esas reclamaciones a la fecha de publicación de la ley, como una forma de evitar eventuales conflictos entre vecinos.


- Puesta en votación esta indicación, que pasa a ser número 2, fue aprobada por unanimidad.





Número 1, que pasa a ser N°3.


El mensaje propone modificar los números 1 y 2 del artículo 2° de la ley N° 19.583, con el fin de ampliar, de setenta a cien metros cuadrados, el límite máximo, en un caso, y mínimo, en el otro, de la superficie total edificada de las viviendas objeto del beneficio.  Lo anterior implica que las viviendas que no excedan de cien metros cuadrados están afectas al pago del veinticinco por ciento de los derechos municipales; en cambio, las viviendas superiores a cien metros cuadrados están afectas a un porcentaje del cincuenta por ciento de aquéllos.





- Puesto en votación este número, fue aprobado, sin debate, por unanimidad.


Número 2, que pasa a ser N° 4.





El proyecto, en el mismo artículo 2°, amplía, de doscientos a  trescientos metros cuadrados, la superficie máxima de las construcciones que albergan microempresas inofensivas.


- Puesto en votación este número, fue aprobado, sin debate, por unanimidad.





Número nuevo, que pasa a ser N° 5.





El Diputado Hales, don Patricio, con la adhesión de las Diputadas Caraball, doña Eliana, y González, doña Rosa, y de los Diputados Jiménez, don Jaime, y Venegas, don Samuel, presentaron una indicación que agrega en el artículo 2°, el siguiente inciso final, nuevo:





“En todo caso, la regularización de las construcciones señaladas en los números 2, 3 y 4 deberá efectuarse de conformidad a las normas contenidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.”





En el seno de la Comisión se estimó necesario hacer explícita la necesidad de velar por el cabal cumplimiento de las normas establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones en materia de regularización de construcciones.





- Puesto en votación este número, que pasa a ser N° 5, fue aprobado por unanimidad.





Números 3 y 4.


El mensaje consulta reemplazar, respecto del artículo 3°, la exigencia de planos de arquitectura por planos generales, como uno de los requisitos para acceder al beneficio.


Asimismo, explicita - en el párrafo, nuevo, que propone introducir en el inciso primero del mismo artículo - quiénes han de entenderse como profesionales competentes para los efectos de la confección de los planos requeridos y de la acreditación del cumplimiento de los demás requisitos exigidos para acceder a la regularización, incluyendo a los arquitectos, ingenieros civiles, ingenieros constructores y constructores civiles.


El representante del Ejecutivo explicó la diferencia entre un plano de arquitectura y un plano general, señalando que el acto de regularización implica efectuar un levantamiento de la construcción, registrando sus características y que, por ende, supone un acto que no es de diseño, sino propiamente de levantamiento.





	Agregó, en lo relativo a los profesionales competentes, que el sentido de la modificación supone que las condiciones cuyo cumplimiento el profesional debe exigir para que una edificación sea susceptible de regularización son aquellas que dicen relación con la dotación de servicios sanitarios y con la determinación de áreas de riesgo y de incendio, materias que- precisamente - son de competencia de los profesionales que se han mencionado con precedencia.


En el seno de la Comisión se señaló que no resulta congruente exigir, por un lado, la elaboración de un plano general si se considera que la escala exigida es a razón de 1:50.  Todo plano que presente tal magnitud de escala necesariamente constituye, en su esencia, un plano de arquitectura, y no un plano general, como lo establece el proyecto.


Concordante con lo anterior, hubo consenso en el sentido de restringir a los arquitectos el ámbito de los profesionales habilitados para intervenir en el proceso de regularización por considerar que cuentan con los conocimientos técnicos y pericia adecuados para proceder a la elaboración de los referidos planos de arquitectura de las construcciones a regularizar, como asimismo, para acreditar el cumplimiento de las demás exigencias establecidas en el artículo en comento.


Asimismo, se sostuvo que debería contemplarse la posibilidad de encomendar dicha función a dibujantes técnicos debidamente registrados, cuando se trate de viviendas sociales que cuentan con financiamiento estatal, cuyos propietarios no se encuentran en condiciones de solventar los costos por los servicios que pudiera prestar un profesional.


Con relación a la opinión precedentemente expresada, hubo consenso en orden a considerar que no parece adecuado confiar dicha función a un dibujante técnico, ya que se requiere de un profesional que vele por el cumplimiento de las condiciones de seguridad y salubridad que exige la ley.


- Puestos en votación estos números, luego de un breve debate, fueron rechazados, por unanimidad.





Números 5 y 6, que pasan a ser números 6 y 7, respectivamente.





El mensaje propone modificar los artículos 5° y 6° de la ley N° 19.583, con el propósito de establecer que las direcciones de obras municipales otorgarán el correspondiente certificado de regularización con el solo mérito de los antecedentes presentados, en tanto se encuentre acreditado el pago de los derechos municipales o la celebración de convenios de pago y, además, se las faculta para otorgar facilidades para el pago de dichos derechos, bajo determinadas condiciones.


- Puestos en votación ambos números, fueron aprobados, sin debate, por unanimidad.





Artículo 2°.


Introduce una norma interpretativa que clarifica que, tratándose de viviendas económicas acogidas al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, el acto administrativo que hace las veces de permiso de edificación y que, en consecuencia, debe reducirse a escritura pública, es aquel por el cual el Director de Obras Municipales otorga la regularización.


- Puesto en votación, fue aprobado, sin debate, por unanimidad.





Artículo 3°.


Establece una prórroga, hasta el 31 de diciembre del año 2000, del plazo establecido en el artículo 1° de la ley N° 19.583, para acogerse a sus beneficios.


Las Diputadas señoras Caraball, doña Eliana, y González, doña Rosa, y el Diputado señor Jiménez, don Jaime, presentaron una indicación para sustituir en el artículo 3° del proyecto, la frase "31 de diciembre del año 2000", por "31 de marzo del año 2001", teniendo presente la poca difusión de estos beneficios y la falta de recursos de las personas que pueden acceder a ellos.


- Puesto en votación el artículo, con la indicación, fue aprobado por unanimidad. 





********





V. CONSTANCIAS.





	En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se establecen las siguientes constancias:





	a) Normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado.  No existen normas que deban votarse con quórum especial.





	b) Normas que deben que ser conocidas por la Comisión de Hacienda.  No contiene normas que se encuentren en esta situación. 





c) Aprobación por unanimidad.  El proyecto, tanto en la discusión en general como en particular, fue aprobado por unanimidad. 





	d) Artículos rechazados.  Números 3 y 4 del artículo 1° del proyecto.








	e) Correcciones formales.  Se hace constar que, de conformidad con el artículo 15 del Reglamento de la Corporación, se han introducido en el texto del proyecto diversas modificaciones formales que no se ha estimado del caso explicitar.








********





	En mérito de lo expuesto y por las consideraciones que, en su oportunidad, os dará a conocer el señor Diputado informante, la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano os recomienda la aprobación del siguiente








PROYECTO DE LEY 








Artículo 1º.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.583:





1.- Agrégase, en el artículo 1°, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Podrán, asimismo, acogerse a la franquicia precedentemente indicada, los propietarios de predios rústicos ubicados en poblados existentes que tengan origen o se enmarquen dentro del concepto de vivienda social, siempre que las viviendas respectivas no excedan de cien metros cuadrados construidos.  La regularización no implicará en ningún caso cambio de uso del suelo y no podrá beneficiar a los propietarios de predios rústicos que hubieren sido subdivididos de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 3516, de 1980.”





2. Reemplázase, en el encabezamiento del artículo 2°, la expresión "su regularización", por la frase "publicación de esta ley".





3.- Reemplázase, en los números 1 y 2 del artículo 2°, la expresión "setenta metros cuadrados" por "cien metros cuadrados".





4.- Reemplázase, en el número 4 del artículo 2º, la expresión "doscientos metros cuadrados" por "trescientos metros cuadrados".





5. Agrégase, en el artículo 2°, el siguiente inciso final, nuevo:





“En todo caso, la regularización de las construcciones señaladas en los números 2, 3 y 4 deberá efectuarse de conformidad a las normas contenidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.”


6.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 5º, la locución "y acreditado el pago de los derechos municipales," por la expresión "y acreditado el pago de los derechos municipales o la celebración de convenios de pago,".





7.- Agrégase, en el artículo 6º, el siguiente inciso segundo, nuevo:


"Facúltase al Director de Obras Municipales a fin de otorgar facilidades para el pago de los derechos municipales, pudiendo establecerse cuotas bimestrales o trimestrales, reajustables según el índice de precios al consumidor, hasta por un plazo no superior a dieciocho meses, contado desde la fecha en que se celebre el respectivo convenio."





Artículo 2°.-  Establécese que el acto administrativo por el cual se otorga la regularización y a que se refiere el artículo transitorio de la ley N° 19.583 es el documento que corresponde reducir a escritura pública conforme al inciso primero del artículo 18 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1959.





Artículo 3°.-  Prorrógase, hasta el 31 de marzo del año 2001, el plazo establecido en el artículo 1º de la ley Nº 19.583 para acogerse a sus beneficios.








**********





	Se designó Diputado informante al señor JIMÉNEZ, don Jaime.





	SALA DE LA COMISIÓN, a 14 de diciembre de 1999.














	Acordado en sesiones de fechas 17 de noviembre y 13 de diciembre de 1999, con la asistencia del Diputado señor Jiménez, don Jaime (Presidente), de las Diputadas señoras Caraball, doña Eliana; González, doña Rosa, y Pérez, doña Lily, y de los Diputados señores Hales, don Patricio; Montes, don Carlos; y Pérez, don Víctor, y Venegas, don Samuel.





	Asistió, además, el Diputado señor Letelier, don Juan Pablo. 

















Elena Meléndez Urenda,


Abogado Secretaria de la Comisión.
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